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CONCLUSIONES
 La autonomía universitaria es condición indispensable para que las institu-
ciones de educación superior cumplan su papel. El Estado debe garanti-
zarla, en vez de conspirar contra ella, a la vez que debe velar por la calidad 
de la formación académica y el respeto que los estudiantes merecen en 
el ejercicio de sus derechos, sin interferir en el manejo, gestión y con-
ducción de cada universidad ni afectar su vigilancia e inspección ―que 
no se confunde con el intervencionismo―. Cuando se complejizan las 
relaciones entre Estado, gobiernos, sociedad civil y el sector productivo, 
se incrementan los niveles de injerencia de los intereses de cada uno de 
estos agentes sociales en la gobernanza y manejo de la educación supe-
rior y de sus instituciones, reduciendo el ámbito de la autonomía plena.
 Es evidente la necesidad de que la universidad se inserte en la estructura 
y composición del Estado moderno, por las exigencias de la sociedad 
en relación con el bienestar y seguridad ciudadana. Esto implica esta-
blecer diálogos a través de los cuales, la universidad pueda ajustarse a 
los requerimientos, al evidenciar, con hechos de excelencia, la formación 
de valores, el ejercicio de las disciplinas de la mente, la construcción de 
conciencia crítica, el avance de las tecnologías de la información y el 
conocimiento, el fomento de la creatividad, la innovación, el respeto por 
el trabajo académico, cultural e investigativo y la profundización de com-
petencias profesionales. Este diálogo permite incrementar la voluntad de 
saber, propia de la universidad.
 La universidad debe ser el ámbito de la autonomía, luego lo será la ley 
que lo proclame, como indica la Constitución Política. La autonomía no 
es poder, sino libertad de hacer lo que mejor desee la juventud que 
va a la universidad pública, que ayuda a la construcción de democra-
cia deliberativa. La autonomía universitaria no es un privilegio, gracia o 
concesión del Estado. Es inherente al concepto de universidad y corres-
ponde a un derecho exigible por las universidades erga omnes, que debe 
ser respetado por las autoridades, sin perjuicio de su responsabilidad 
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en la calidad de la formación. Goza de plena libertad en la organiza-
ción interna; la fijación de metas, planes y programas; la definición de 
lineamientos administrativos y académicos; la distribución de funcio-
nes de dirección, manejo, administración; el señalamiento de priori-
dades en sus posibilidades de expansión; la adopción de decisiones; 
la gestión de sus intereses para fines educativos; el establecimiento de 
régimen interno, presupuestal y de control; la previsión de estatutos y 
reglamentos; el establecimiento de características específicas, perfil de 
sus egresados; la escogencia de líneas de investigación; la configuración 
de programas de pregrado y postgrados; la designación de docentes e 
investigadores; la exigencia de niveles de preparación de sus docentes 
e investigadores; y, los servicios complementarios de la actividad acadé-
mica, garantías de bienestar para la comunidad universitaria, entre otras.
 La universidad, más que tener el derecho de la autonomía, por definición 
y origen es autonómica. Sus idealizaciones y utopías de universidad, 
en permanente realización, son apuesta de perfeccionamiento continuo 
para afianzar el cambio social, para mejorar la calidad de vida de los 
pueblos y formar ciudadanos amantes de la libertad y del bien común, 
que sean custodios de la cultura y el conocimiento, y que guíen a las 
generaciones futuras en la construcción de sociedades dispuestas a 
resolver los conflictos mediante argumentos y consensos.
 La autonomía es compañera conceptual de independencia que muchos 
no entienden como libertad; es polémica, pues no es fácil compren-
derla, en todos sus alcances, en una cultura heterónoma sobre la 
naturaleza, la familia, la sociedad y el Estado, como la nuestra. Delimi-
tar la autonomía universitaria es complejo, no se puede decir qué es y 
qué no es; no existe un compendio que enseñe a identificarla; existen 
experiencias de autonomías, en latitudes latinoamericanas donde se 
ha puesto en marcha el desarrollo y defensa de una idea de libertad, 
fuera de los proyectos políticos y económicos de los gobiernos, parte 
constitutiva y vital en la construcción de una sociedad y su progreso.
 Las últimas décadas del siglo xx traen un fenómeno económico e ideoló-
gico que transforma las sociedades: el neoliberalismo, modelo político y 
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económico, híbrido, que genera indeterminación social. Sus principios y 
aplicaciones de políticas transforman conceptos, metarrelatos y discursos, 
con aparente idea de libertad, que propone erradicar toda forma que ate 
al sujeto a un aparato ideológico. Esta fuerza, impulsada por los Estados 
Unidos y otras naciones, derrumba el socialismo real de la Unión Soviética 
y transforma los mercados del capitalismo, promocionando y cosificando 
casi todo lo existente, como mercancía: desde la educación, la universidad 
―espacio con la misión de generar conocimiento, inspirar la investigación 
y propiciar el cambio social― transita a lugar de consumo donde, por 
dinero, se recibe una certificación para desarrollar una actividad, sin pre-
guntar por la responsabilidad con la sociedad. Así se capitaliza el sí-mismo: 
todos somos pequeños capitalistas que invertimos en una mercancía: el 
sí-mismo, desde la imagen hasta el adiestramiento y perfeccionamiento en 
estándares de calidad que propician la competencia frente a otros; la edu-
cación o capitalización educativa es fundamental en el desarrollo de las 
universidades, en su cometido por globalizarse y medirse frente a otros 
claustros de enseñanza del continente y del mundo.
 En el 2011, la universidad colombiana atravesó una gran crisis: el pro-
yecto de reforma a la Ley 30 de 1992 amenazó con cambiar la educa-
ción superior para convertirla en capacitación o servicio para círculos 
económicos y empresariales, desligándola de su responsabilidad social, 
de modo que empresarios e industrias inviertan en educación. Esto es, 
crear universidades con ánimo de lucro, lo que equivale a decir grupos 
de empresas (holding) internacionales con programas académicos de 
bajo nivel, poca calidad y amplia cobertura, que ofrezcan educación 
sometida a la racionalidad gerencial, a la ideología de la productividad, y 
a la coherencia de los emprendedores y del lucro.41
 A pesar del avance legislativo tanto de la Constitución Política de 1991, 
como de la Ley 30 de 1992, la Ley 1740 de 2014 marcó un retroceso en 
la autonomía universitaria, pues genera más tensiones que soluciones en 
el estamento universitario del país. Sí bien, ya estaba funcionando en una 
reglamentación que propendía a la autonomía; la nueva reglamentación 
92
lleva al control, supervisión y regulación policiva de componentes admi-
nistrativos, educativos y de proyección social de la educación superior. 
 El escenario posible de la universidad para el 2025, por la dinámica de 
las exigencias de la sociedad, está signado por mayor injerencia del 
Estado y los gobiernos en la gestión de las instituciones. Implica dife-
rentes grados de intervención estatal y gubernamental en función de 
los grados de excelencia que puedan alcanzar las diferentes institucio-
nes en sus procesos de transformación organizacional: será mayor la 
intervención del Estado cuanto menor sea la capacidad institucional de 
generar conocimiento (investigación), transmitirlo y apropiarlo (docencia/
aprendizaje) y de funcionar con altos estándares de gestión de transpa-
rencia, y, por tanto, de lograr el reconocimiento institucional mediante la 
acreditación. El reto para las instituciones de educación superior, a fin de 
ser reconocidas como universidades, se dará, primero, en el excelente 
ejercicio de sus funciones sustantivas (investigación, docencia y proyec-
ción social) así sea reducido a uno o pocos sectores del área disciplina-
ria; segundo, en la excelente formación conducente a la construcción 
de seres humanos integrales; y, tercero, en la sobresaliente capacidad 
de gestión académica y administrativa que asegure su sostenibilidad e 
impacto socioeconómico; unas y otras características y condiciones, 
reconocidas por la sociedad y ratificadas por el Estado.
 El desafío de la autonomía financiera implica cuestionar el congelamiento 
del presupuesto de las universidades, referenciado por el Índice de Precios 
al Consumidor (ipc) que conlleva una deuda histórica del Gobierno con la 
universidad en Colombia. Como solución, el artículo 105 del proyecto de 
reforma de la Ley de 30 de 1992 define que la financiación estatal estará 
sujeta al Producto Interno Bruto (pib), como señala la política económica 
gubernamental: «se está seguro que habrá un auge económico, sobre todo 
por una bonanza minero-energética. Y la idea es que sean estas locomoto-
ras las que terminen jalonando la educación».42 Y, no obstante, pese a los 
buenos augurios económicos, se reconoce que el pib no va a ser suficiente 
y por ello se deben hacer alianzas con el sector privado. Este punto enfrenta 
42 Campo, Maria Fernanda, entrevista de La silla vacia. Los cinco puntos que enfrentan a los estudiantes y profesores 
con la ministra (7 de abril de 2011).
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a las universidades públicas con el Gobierno. El supuesto pib en «auge» 
debe revertir en la universidad, no frente a un comportamiento ficticio de la 
economía mundial, sino mucho más que el ipc, y superior al enorme esfuerzo 
que han hecho las universidades públicas por aumentar con recursos pro-
pios la cobertura, la infraestructura, los laboratorios de ciencia y tecnología 
y la calidad académica en general.
 Hay desafío en la autonomía política, pues el artículo 45 del proyecto de 
reforma de la Ley 30 de 1992 define consejo superior como el máximo 
órgano de la universidad, presidido por el Ministerio de Educación. Con 
el proyecto de reforma este poder queda en manos de los gobernadores 
de los departamentos, para «adecuar el sistema de educación superior 
con la realidad nacional y armonizarlo con las tendencias regionales».43 
Más allá de una armonía regional, hay el peligro de que intereses elec-
torales puedan influir en la administración de la universidad; aquellas 
situadas en los departamentos, en su mayoría, responden, desde sus 
creaciones, a necesidades e iniciativas regionales. Esta propuesta des-
conoce el origen de las universidades como centros regionales, niega su 
propio desenvolvimiento autonómico y su historia.
 Retomamos la metáfora de «obra negra, gris o blanca», para proponer la 
construcción de la autonomía universitaria desde la preparación del terreno 
y la cimentación de sus bases, porque ella se encuentra en obra negra.
 La Universidad del Atlántico, desde su experiencia, propone incorporar 
una cátedra basada en la autonomía universitaria, que contribuya a dotar 
a los estudiantes de elementos conceptuales y actitudinales que les per-
mita ser hombres y mujeres autónomos.
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